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Introducción 

El Amparo Indirecto es aquel que se ejercita generalmente contra actos de autoridades 

distintas a las judiciales, mismo que está sujeto a dos instancias: la primera de ellas, por 

regla general, ante el órgano jurisdiccional federal, cuyas sentencias pueden ser revisadas 

en una segunda instancia por los Tribunales Colegiados de Circuito. 

La sentencia de amparo podrá ser dictada en tres sentidos: I) conceder el amparo, otorgar 

protección al quejoso contra el acto reclamado, II) negar el amparo, que significa que la 

inconstitucionalidad del acto reclamado no fue demostrada, y III) sobreseer el juicio, que 

significa que el juez advirtió que se actualiza alguna causal de improcedencia o 

sobreseimiento del juicio. 

 

Procedencia del amparo indirecto 

Al respecto, cabe agregar que la procedencia de estos juicios indirectos tiene su 

fundamento constitucional en la fracción. VII del art. 107 de nuestra Carta Magna; esta 

procedencia se contempla de manera específica en el numeral 114 de la ley de la materia, 

que expresamente señala que el Amparo se pedirá ante el juez de Distrito. 

En términos generales y por exclusión puede afirmarse que los amparos indirectos son los 

que se interponen contra actos de autoridad que no son sentencias definitivas, laudos o 

resoluciones que ponen fin al juicio. 

Esta disposición, que tiene su origen en la primera parte del art. 107 constitucional, se ha 

interpretado de distintas maneras, e incluso jurisprudencialmente se considera que se 

excede del citado postulado constitucional, situaciones que por sí solas ponen de relieve 

la dificultad de que en la práctica y en el litigio diario exista o se dé un consenso sobre el 

particular. 

Término para su interposición 

La tramitación es sumamente sencilla, inspirada en los principios formativos de oralidad, 

concentración y economía procesales, puesto que admitida la demanda, después de un 

examen elimine sobre su procedencia y regularidad ( artículos 146 y 147), se manda pedir 

informe con justificación a las autoridades responsables que deben rendir en el plazo de 

cinco días, pues de lo contrario se les impone una multa y se tienen por presuncionalmente 

ciertos los actos que se reclaman ( artículo 149); corriéndose traslado al tercero 

perjudicado, si lo hay ( artículo 147). 



El amparo indirecto se promueve en primer grado ante un Juez de Distrito, en demanda 

escrita cuyos requisitos están enumerados en el artículo 116 de la ley, pero en los casos 

de graves atentados contra la vida y la libertad fuera de procedimiento judicial, se puede 

solicitar por comparecencia (artículo 117), y en situaciones de suma urgencia inclusive por 

telégrafo (artículos 118 y 119). 

Requisitos de la demanda 

El art. 116 de la ley de la materia enumera de manera detallada y precisa los datos y 

requisitos que debe satisfacer una demanda promovida ante un juez de Distrito en la vía 

de amparo indirecto o biinstancial. 

La demanda de amparo es el acto procesal del agraviado mediante el cual éste ejercita la 

acción constitucional, y cuya admisión por el órgano jurisdiccional origina el procedimiento 

de garantías. En la demanda de amparo el quejoso precisa el objetivo esencial de la acción 

constitucional que hace valer; por ello es de suma importancia el planteamiento exacto y 

correcto que de la violación reclamada hace en la misma. 

La trascendencia de los términos y del planteamiento que de la violación reclamada se 

hace en la demanda se deduce del texto de los arts. 76, 79 y 190 de la Ley de amparo, 

pues en el primero de estos numerales se establece que en el caso de que proceda otorgar 

la protección de la justicia federal. 

Incidente de suspensión 

El incidente de suspensión es una institución de seguridad en el juicio de amparo, que tiene 

por objeto evitar que se causen daños y perjuicios de difícil reparación a los agraviados, y 

así conservar la materia objeto del conflicto, impidiendo que el acto reclamado se consume 

irreparablemente; de esta manera, al concederse la protección constitucional pueden 

restituirse las cosas al estado que guardaban antes de la violación. 

Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen los 

actos que directamente pongan en peligro la vida, permitan la deportación o el destierro 

del quejoso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el Artículo 22 

constitucional, y tratándose de los previstos en la fracción II del mismo serán los de ordenar 

que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el Juez las medidas 

pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados. 

El mismo trato de procedencia da el artículo 233 de dicha ley, cuando los actos reclamados 

tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva 



de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen 

jurídico ejidal. 

El amparo directo 

El amparo directo, por regla general se va a realizar en una instancia, por esta razón se le 

conoce también como uni-instancial, pero como excepción encontramos que sobre los 

asuntos de inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la 

Constitución, se pueda interponer el recurso de revisión donde se va a recurrir a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en una segunda instancia. 

El autor Carlos Arellano Carcía, hace referencia a que a este amparo, se le da el nombre 

de amparo directo por la forma en que llega de manera inmediata a la Suprema Corte de 

Justicia o a los Tribunales Colegiados de Circuito, situación diferente a la del amparo 

indirecto, en donde el acceso a la Corte o a los Tribunales Colegiados de Circuito se 

produce a través de la interposición del recurso de revisión. 

El autor Carlos Arellano García, hace una observación interesante en el sentido de que es 

por esta excepción encontrada en el artículo 107 constitucional fracción IX que no se le 

llama amparo uni-instancial al amparo directo, porque es en este caso en el que ya no 

consta de una sola instancia el amparo directo, sino de dos, distinguiéndose del amparo 

indirecto fundamentalmente en que en éste se plantea ser resuelto por los jueces de Distrito 

o las autoridades con competencia auxiliar o concurrente. 

La jurisprudencia. 

La jurisprudencia se equipara a la ley porque, aunque formalmente no es norma jurídica, 

lo es materialmente en cuanto posee los atributos esenciales de aquélla, que son la 

generalidad, la abstracción y la imperatividad y es obligatoria establecida como tal por la 

Constitución. 

Puede decirse que la jurisprudencia es el conjunto de reglas o normas que la autoridad 

jurisdiccional que cuenta con atribuciones al respecto, deriva de la interpretación de 

determinadas prevenciones del derecho positivo, que precisan el contenido que debe 

atribuirse y el alcance que debe darse a éstas, y que, al ser reiteradas cierto número de 

veces en sentido uniforme, no contrariado, son obligatorias para quien deba decidir casos 

concretos regidos por aquellas prevenciones. 

Ignacio Burgoa señala: la jurisprudencia se traduce en las interpretaciones y 

consideraciones jurídicas integrativas uniformes que hace una autoridad judicial designada 

para tal efecto por la ley, respecto de uno o varios puntos de derecho especiales y 



determinados que surgen en un cierto número de casos concretos semejantes que se 

presenten, en la inteligencia de que dichas consideraciones e interpretaciones son 

obligatorias para los inferiores jerárquicos de las mencionadas autoridades y que 

expresamente señale la ley. 

 

Conclusión 

Es importante señalar que el juicio de amparo indirecto no es un recurso, porque en lo 

formal, su planteamiento y su tramitación se realizan ante autoridad distinta de la que 

ordenó el acto que se estima ilegal, y que salvo el caso del artículo 37 de la Ley 

reglamentaria, tampoco es su superior jerárquico; y en lo sustancial, conduce 

específicamente a una definición sobre la constitucionalidad del acto reclamado, pero sin 

confirmarlo ni revocarlo; en tanto que los recursos se proponen ante la misma autoridad 

que dictó la resolución objetada, o ante su superior jerárquico, y el resultado consiste en 

confirmar dicha resolución o en sustituirla total o parcialmente por otra. 
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